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Resumen: el presente texto relata cómo se ha ido implemen-
tando la agencia de competencia encargada de defender los 
derechos de los consumidores en cuanto a servicios, y en el 
caso particular los de carácter educativo; asimismo, describe 
las dimensiones desarrolladas por el Tribunal Constitucional 
respecto del derecho a la educación y su problemática social, 
de igual modo tiene como objetivo manifestar que las reformas 
que se han realizado a la Constitución en el ámbito educativo 
resultan populistas y sin sustento económico, concluyendo que 
la voluntad jurídica tiene que ir a la par con el papel de los go-
bernantes y de la ciudadanía.

Abstract: the present text relates how the competition agency 
in charge of defending the rights of consumers in terms of ser-
vices, and in the particular case those of an educational nature, 
has been implemented; in addition, it describes the dimensions 
developed by the Constitutional Court with respect to the right 
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to education and its social issues, In the same way, it has the  
purpose to show that the reforms that have been made to  
the Constitution in the educational field are populist and wi-
thout economic support, concluding that the legal intention has 
to go hand in hand with the role of government and citizenship.
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31. Egoísta. —Tú, siempre a “lo tuyo”. —Pareces 
incapaz de sentir la fraternidad de Cristo: en los 
demás, no ves hermanos; ves peldaños.

Presiento tu fracaso rotundo. —Y, cuando estés 
hundido, querrás que vivan contigo la caridad que 
ahora no quieres vivir.

Camino
Josemaría Escrivá de Balaguer

I. Antecedentes

El Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Pro-
tección de la Propiedad Intelectual (Indecopi) tiene dentro de 
sus funciones la defensa de los derechos de los consumidores ya 
sea en el ámbito de la adquisición de productos o cuando terce-
ros hayan prestado servicios, esto último abarca a la prestación 
de servicios educativos ya sea por entidades públicas o privadas. 
En relación a ello, las razones fácticas de las denuncias que más 
recibe Indecopi por parte de los consumidores son: falta de ido-
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neidad en el servicio, posibles actos de discriminación, incumpli-
miento de los deberes de información, cláusulas abusivas, entre 
otras razones que no son tan numerosas como las mencionadas.

Los orígenes de Indecopi van de la mano con la última refor-
ma estructural del Estado peruano —a inicios de los años 90—, 
donde uno de los ejes principales era reformar la administración 
de justicia, se había puesto en boga —una vez más (asunto atávi-
co)—, a todos los niveles; décadas antes ya se venía hablando de 
una “nueva reforma”, la desjudicialización de los problemas en el 
país, divorcio express, masificación del arbitraje, modernización 
de la infraestructura judicial y un sinfín de temas entre los cuales 
se establece que la defensa de los derechos del consumidor se 
deben desarrollar a través de una agencia de competencia (Inde-
copi).

Al mismo tiempo en 1993 se aprueba nuestra actual Cons-
titución (Indecopi es fundado en 1992, resulta una entidad pre-
constitucional), que en sus inicios (a la par con sus fundadores 
en mayoría economistas y civilistas) venían desarrollando de 
manera institucional una forma aun “novedosa” para estos lares, 
de interpretar el derecho utilizando el análisis económico del dere-
cho (en adelante AED) en su vertiente norteamericana. Muestra 
de ello que fueron ingresando en el razonamiento jurídico, he-
rramientas de la microeconomía como por ejemplo la del con-
sumidor razonable, individuo optimizador, free-rider, costo de 
oportunidad y muchas otras. 

En ese ínterin, el Tribunal de Garantías Constitucionales, que 
hace su aparición en la Constitución peruana de 1979, se insta-
la en noviembre de 1982. Ya con la Constitución de 1993 pasa 
a denominarse Tribunal Constitucional que se instala en 1996. 
En esta oportunidad, la mención a las fechas antedichas hay que 
vincularlas con la evolución de los controles de constitucionali-
dad, desarrollo de los principios que limitan la interpretación, el 
bloque de constitucionalidad, los límites al ejercicio del poder 
público, privado o generado por nuevos fenómenos híbridos, el 
desarrollo de los principios que resultan el elam de la Constitu-
ción, el posicionamiento jurisdiccional y su influencia en todo el 
sistema jurídico peruano, que finalmente se debe traducir en una 
constitucionalización del mismo. 
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Ante ese escenario, desde la instalación del tribunal ¿cuánto 
se ha avanzado en los temas referidos en el párrafo anterior? ¿la 
resolución de conflictos en el fuero de Indecopi toma en consi-
deración el razonamiento constitucional? ¿se ha logrado un equi-
librio entre el razonamiento funcionalista promovido por el AED 
y la defensa de los derechos fundamentales? 42 años después 
de instalado el Tribunal constitucional ¿Indecopi viene desarro-
llando en sus criterios la defensa de la dignidad de la persona y 
el libre desarrollo de la personalidad? al brindar las respuestas 
a estas interrogantes podremos entender mejor el estado de la 
cuestión de cuál es el mensaje que le está dando Indecopi a la so-
ciedad peruana al resolver problemas vinculados a la idoneidad 
de los servicios educativos. 

De ese cúmulo de conflictos de intereses, en relación a la ido-
neidad en el servicio se abre un panorama donde se cuestionan 
diversos temas, en principio debemos prestar atención a cómo es 
que Indecopi viene resolviendo el aparente conflicto entre dere-
cho a la educación y derecho a la libertad de empresa, este últi-
mo haciendo referencia a los centros educativos privados, no son  
los únicos, pero si los más evidentes. En el caso de los estudian-
tes menores de edad se suma por ejemplo el derecho y deber de  
los padres de educar y al mismo tiempo cumplir con las obliga-
ciones económicas que implica educar a los hijos.

II. Educación ¿derecho o servicio?

Desde un punto de vista exegético en la que acontece a la edu-
cación, en la Constitución peruana de 1993 explícitamente se 
encuentra entre el artículo 13 al 19, donde se señala la platafor-
ma constitucional para el desarrollo de las políticas educativas, 
las mismas que se encuentran establecidas como derechos. A la 
postre, se irá desarrollando en repetidas sentencias del tribunal 
constitucional el carácter binario del derecho a la educación, re-
conociendo que además es un servicio. Está precisión no es un 
tema menor como veremos más adelante.

En la discusión social aún se mantienen relatos antagónicos 
señalando por un lado que la educación es un derecho y por el 
otro, por su propia naturaleza y manera de acceder a ella, se re-
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conoce que es un servicio, dichos debates no han estado ajenos al 
populismo y factores mediáticos. Desde el ámbito constitucional, 
el tribunal constitucional se ha pronunciado en reiteradas opor-
tunidades reconociendo el carácter binario de la educación, es 
decir que además de ser derecho es un servicio.

¿Quién hizo más por concretizar los vínculos Estado-dere-
cho-sociedad? Previamente debemos señalar que la Constitución 
como cultura es una de las facetas menos conocidas y practicadas 
por parte de la ciudadanía (gobernantes y gobernados), en esa lí-
nea, una de las facetas del derecho a la educación es instruir, for-
mar y cultivar a las personas. El debate se desarrolla discutiendo 
a quien le corresponde brindar todo ese cumulo de actividades 
que engloba el arte de educar. A pesar del auge contractualista en 
la mentalidad de la mayoría de la población (sin desconocer que 
hay contractualismos que reconocen a la familia como la base de 
la sociedad y del Estado), compartimos una visión que al día de 
hoy se puede ver hasta conservadora y tradicional, la familia y 
en particular los padres son los que tienen que educar a sus hijos 
y no el Estado. Ese reconocerse como parte del algo (Estado), 
respetar el mandato de la autoridad (basado en el derecho) son 
labores que han ido construyendo espontáneamente gracias a la 
familia, por ende, esta primero y luego el Estado.

Ello en la práctica dista mucho de ser realidad, lo que más 
concurre en la sociedad peruana son las familias disfuncionales. 
Con los altos índices de embarazo adolescente, embarazos no de-
seados, se suman incluso factores culturales de diversos lugares 
del territorio nacional, en algunos casos vinculados al machis-
mo, en otros a una suerte de —podemos llamarlo por ahora— 
mentalidad agraria, que se traduce en la creencia de que a mayor 
cantidad de hijos, mayores posibilidades de trabajar mejor y más 
tierras de las que uno posee, los altos índices de abandonos de 
hogar y otros fenómenos, ocasionan el debilitamiento de la fa-
milia, que es la base de la sociedad. Ello ocasiona la existencia de 
una multitud de niños y jóvenes que son enviados a los diferen-
tes niveles educativos sin una identidad familiar en los aspectos 
de la ética, con índices de desnutrición, incluso con cuadro de 
violencia intrafamiliar, hasta con relativización de la propia iden-
tidad.
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Otra de las criticas permanentes que se hace al sistema edu-
cativo es, que aún mantiene su formato decimonónico con todo 
lo que implican sus características, a destacar: una formación de 
corte memorístico, empeñada en la imposición de la disciplina 
incluso mezclada con violencia, cerrarle el paso a ideas nuevas y 
el énfasis en materias clásicas y religiosas, se suma a ello el cues-
tionable nivel de preparación de la gran mayoría de la plana do-
cente que no logra separar dentro de sus elementos a los recursos 
humanos perniciosos, muy marcados por el activismo político y 
labor mediática, que transitan las aulas más enfocados en el adoc-
trinamiento con énfasis en propuestas gramscianas.

III. Vehículos de movilidad social

Aún se discute cuál fue la institución que más hizo para introdu-
cir en el mundo civilizado, en la convivencia social, en la idea de 
ciudadanía, en ser parte de una nación a aquellos seres humanos 
que nacieron en un territorio (país in fieri) expuesto a la anarquía 
y el despotismo. Tres son las instituciones que se disputan dicha 
responsabilidad y protagonismo: escuela, iglesia católica, fuerzas 
armadas, cuál de ellas formó para enfrentar la vida diaria y donde 
cada uno de sus participantes pueda decir que aquello que apren-
dió le ha servido para su desenvolvimiento personal en el ámbito 
académico, laboral, social, etc. ¿Cuál de esas tres instituciones 
brindó mayores herramientas para que las personas puedan des-
envolverse en sus diferentes ámbitos?

Algunos autores señalan que ha sido la institución castrense 
a través del servicio militar la que mejor tendió los puentes hacia 
la integración social del hombre peruano, una integración que 
no deja de tener sus espacios cuestionables como relata a modo 
de denuncia Mario Vargas Llosa en La ciudad y los perros sobre 
aquellos rituales de violencia que se desarrollan en esas estruc-
turas sociales del Colegio Militar Leoncio Prado, o aquel relato 
andino lleno de crudeza realizado por Ciro Alegría en Los perros 
hambrientos o la pentalogía de Manuel Scorza donde destaca la 
importancia que podía llegar a tener un licenciado del ejército 
cuando retornaba a sus comunidades campesinas, en ese senti-
do también una inacabable andanada de relatos de la literatura 
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indigenista que pinta al hombre del ande, el servicio militar y su 
penetración en la vida sindical, política, hasta educativa de aquel 
que había hecho servicio militar como evento que le había dejado 
muchas cosas útiles.

La iglesia y la palabra de Dios expresada a través de los párro-
cos era transmitida a las mujeres (madres esposas, hijas) y mujer 
la primera en educar a los varones le transmitía los valores cris-
tianos, el temor a Dios y demás doctrinas del evangelio que de-
bían servir como principios para fortalecer la familia, el trabajo 
y demás. Habría que advertir cuantas de las mujeres que recibían 
la doctrina del evangelio cristiano sabían leer, escribir y tenían 
las condiciones mínimas para transmitir dicha información a sus 
hijos, el número era reducido.

La instrucción básica debe servir para combatir el analfabe-
tismo, generar que el escenario de posibilidades de cada una de 
las personas sea mayor, combatir la ignorancia es construir de-
mocracia, los ciudadanos que no conocen sus derechos mucho 
menos van a poder defenderlos o exigir los límites al ejercicio 
del poder por parte de la autoridad o de privados. También, la 
carencia de maestros y de infraestructura idónea ha generado un 
estancamiento en el desarrollo educativo, el primer párrafo del 
artículo 14 de la Constitución peruana vigente señala lo siguien-
te: “Artículo 14°. La educación promueve el conocimiento, el 
aprendizaje y la práctica de las humanidades, la ciencia, la técni-
ca, las artes, la educación física y el deporte. Prepara para la vida 
y el trabajo y fomenta la solidaridad”.1

Ello no será posible si no se ejecuta de manera institucional 
una partida económica de impacto nacional. Resulta importante 
construir y desarrollar infraestructura educativa, la misma que 
reúne características propias, no es solamente una construcción 
para el desarrollo, tiene que incluir también características de es-
parcimiento, y dicha calidad educativa en torno a la infraestruc-
tura tiene que ser implementada a tres niveles. A saber: primario, 
secundario y terciario, el primero de ellos orientado a contar con 
la infraestructura con una naturaleza a corto plazo, con la segun-
da característica se suma la posibilidad de darle mantenimiento 

1	 Constitución Política del Perú, art. 14°. 
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y la tercera además permite una evaluación cuantitativa y cuali-
tativa respecto de su uso, medir el impacto de la infraestructura 
es tan importante como de la capacitación y calidad del perfil do-
cente, La Constitución del 93 señala la finalidad de la educación: 
“Artículo 13°. La educación tiene como finalidad el desarrollo 
integral de la persona humana. El Estado reconoce y garantiza la 
libertad de enseñanza. Los padres de familia tienen el deber de 
educar a sus hijos y el derecho de escoger los centros de educa-
ción y de participar en el proceso educativo”.2

Se han ido construyendo establecimientos educativos para 
todos los niveles (algunos con ambientes adaptados a los ya exis-
tentes, prefabricados, grandes unidades, colegios emblemáticos, 
etc.) la mayoría de ellos programados con una visión primaria, 
es decir orientados a la duración del Gobierno de turno y con 
las consecuencias que el próximo Gobierno no continue dichas 
políticas educativas.

IV. El Estado peruano y los padres de familia

Los avances del acceso a la educación habría que medirlos por-
centualmente, por ejemplo, con la tasa de analfabetismo y como 
esta se ha ido reduciendo gradualmente. Uno de los grandes te-
mas nacionales ha sido y sigue siendo la lucha contra el analfa-
betismo —en sus diversas manifestaciones, como ocurre en la 
actualidad con el analfabetismo digital— y el acceso a educación 
de calidad. No están distantes las épocas donde la meta del Esta-
do peruano a largo plazo era hacer llegar a la población una ins-
trucción básica enfocada en aprender a leer y escribir, la proble-
mática va de la mano con otros factores, hay que medir el índice 
poblacional, cuantas mujeres, varones en edad escolar no pueden 
ir a la escuela y cuáles son las razones, cuantos niños tienen pa-
dres analfabetos, cuantos otros tienen que caminar varias horas 
para llegar a un centro educativo, cuantos adultos mayores no 
saben leer ni escribir; y así, esos indicadores serán importantes 
conocerlos.

2	 Ibidem, art. 13°.  
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En ese escenario, a diversos actores sociales le ha resultado 
políticamente correcto señalar que “la educación es gratuita” y 
avalado más aún bajo una interpretación literal de nuestro texto 
constitucional vigente que así lo enfatiza en el siguiente artículo:

Artículo 17°. La educación inicial, primaria y secundaria son obli-
gatorias. En las instituciones del Estado, la educación es gratuita. 
En las universidades públicas el Estado garantiza el derecho a edu-
carse gratuitamente a los alumnos que mantengan un rendimiento 
satisfactorio y no cuenten con los recursos económicos necesarios 
para cubrir los costos de educación.

Con el fin de garantizar la mayor pluralidad de la oferta educativa, 
y en favor de quienes no puedan sufragar su educación, la ley fija el 
modo de subvencionar la educación privada en cualquiera de sus 
modalidades, incluyendo la comunal y la cooperativa.

El Estado promueve la creación de centros de educación donde la 
población los requiera.

El Estado garantiza la erradicación del analfabetismo. Asimismo, 
fomenta la educación bilingüe e intercultural, según las caracterís-
ticas de cada zona. Preserva las diversas manifestaciones culturales 
y lingüísticas del país. Promueve la integración nacional.3 (énfasis 
agregado)

No hay costo cero, nada absolutamente puede darse o reci-
birse a un costo nominal de cero, aquí se insiste en un error de 
apreciación en el que el costo de las cosas y de los servicios solo 
pueden ser medidos en términos económicos, mas no es así, pue-
de darse que el costo que uno asume a causa de recibir un servi-
cio o haber realizado la adquisición de un producto sea realizada 
la contraprestación a través de tres variables, una de ella sin duda 
es el costo económico, sin embargo se debe considerar que otra 
forma de asumir el costo de un servicio recibido o una acción 
realizada, además existen el costo moral y el costo social.

Una de las interrogantes que se suma al presente artículo es 
la siguiente, ¿Quién debe hacerse cargo de la educación de los 
hijos? La respuesta aparece como muy evidente: los padres o tu-
tores según corresponda a la realidad social de cada niño, ello en 

3	 Ibidem, art. 17°.   
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correspondencia constitucional con el segundo párrafo del artí-
culo 6 de la Constitución: “[…] Es deber y derecho de los padres 
alimentar, educar y dar seguridad a sus hijos. Los hijos tienen el  
deber de respetar y asistir a sus padres. […]” sin embargo, en  
el último párrafo del artículo 16 se señala: “La educación es un 
derecho humano fundamental que garantiza el desarrollo de la 
persona y la sociedad, por lo que el Estado invierte anualmente 
no menos del 6 % del PBI”,4 (párrafo incorporado el 29 de di-
ciembre de 2020) (énfasis agregado).

¿De dónde provienen los ingresos para darle sentido de reali-
dad a ese no menos del 6% del PBI? ¿Será aplicado bajo una política 
de gobierno o una política de Estado la ejecución de ese porcentaje 
que debe invertir el Estado peruano en educación? el 70% de la 
población económicamente activa en el Perú (PEA) es informal, 
los mercados paralelos dominan la dinámica económica del país, 
ese seis por ciento resultaría fruto del 30% de la economía formal 
que tiene que alcanzar para cubrir las necesidades de aquellos 
estudiantes de escasos recursos económicos, o donde los padres 
prefieren que sus hijos estudien en entidades educativas públi-
cas, tienen que cubrir todo ese espectro del 100% que abastecerá 
todos los niveles educativos. Esa reforma a la Constitución donde 
establece el referido porcentaje es una medida populista, mien-
tras la estructura económica tenga ese nivel de informalidad y la 
voluntad política sea a corto plazo, prevalecerá el gatopardismo, 
es decir, cambiar las cosas para que nada cambie. 

V. Freno a las reformas populistas

Esa reforma ya fue implementada y se encuentra vigente en nues-
tro sistema jurídico, ¿Qué hacer? desde el ámbito constitucional 
se debe desarrollar una voluntad jurídica integradora (el margen 
positivo de sus resultados dependerá del funcionamiento en con-
junto con las otras dos voluntades: cívica y política),5 y para ten-

4	 Ibidem, art. 6°.  
5	 Valadés, Diego, “Remirar las constituciones”, en García Belaunde, Do-

mingo y Eto, Gerardo, Constitución peruana. Historia y Dogmática, 2a. ed., 
Lima, Adrus, 2016, p. 7.   
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tar resultados favorables la sala de máquinas constitucional tiene 
que seguir fortaleciendo su tradición jurisprudencial en estricta 
atención a aquellos principios que limitan la interpretación cons-
titucional. Si bien la aplicación tiene que ser en conjunto para el 
presente artículo, destacamos uno de ellos:

Criterio de unidad de la Constitución: de acuerdo con el Tribunal 
Constitucional, este “principio” implica considerar a la Constitu-
ción como un todo armónico y sistemático, entendiendo que es “un 
ordenamiento en sí mismo, compuesto por una pluralidad de dis-
posiciones que forman una unidad de conjunto y de sentido”. Así, 
se señala que dentro de la Constitución no pueden existir contra-
dicciones, como incongruencias o antinomias.6

No se trata de hacer una reforma y establecer porcentajes, 
como se ha hecho en el artículo 6 de la Constitución, si del dere-
cho a la educación se trata, para entender este derecho —como 
cualquier otro— y buscar su eficiencia, se le tiene que asociar 
a los demás derechos, a los principios constitucionales, al elam 
constitucional y sobre todo al modelo económico y de esa ma-
nera desarrollar en el extremo de los casos con las mínimas de 
la dignidad. Se suma a ello —una probabilidad latente y posible— 
que sufra una derogación tacita por fuerza de la costumbre, es 
decir que no se haga nada.

VI. Constitución e idoneidad del servicio educativo

Hasta el párrafo anterior se ha llegado a explicar el escenario en 
el que se encuentra el marco normativo constitucional del dere-
cho a la educación ¿Qué problemática se suma en la actualidad? 
La respuesta es, la idoneidad del servicio educativo, en el caso 
peruano como es común en otros países, el desarrollo del de-
recho a la educación se da a través del sector público y también 
del privado, al respecto el Tribunal Constitucional viene desa-
rrollando y reconociendo la múltiple dimensión del derecho a la 
educación proyectada en sus sentencias:

6	 Sosa, Juan M., “Criterios de interpretación constitucional”, en AA.VV., Ac-
ceso a la jurisdicción constitucional y medios impugnatorios, Lima, Gaceta 
Jurídica, 2023, pp. 63-83.

449 | 

Derecho constitucional e idoneidad del servicio educativo



La educación es un derecho humano y un deber social fundamen-
tal; es, asimismo, democrática, y obligatoria. El Estado la asume 
como función indeclinable y está obligado a invertir en todos sus 
niveles y modalidades. La educación es un servicio público y se 
sustenta en el respeto a todas las corrientes del pensamiento, con la 
finalidad de desarrollar el potencial creativo de cada ser humano y 
el pleno ejercicio de su personalidad en una sociedad democrática 
basada en la valoración ética del trabajo y en la participación acti-
va, consciente y solidaria en los procesos de transformación social 
consustanciados con los valores de la identidad nacional, enmarca-
da en una visión latinoamericana y universal.7 (énfasis agregado)

Conforme a la sentencia 04232-2004-AA/TC se va dando el 
desarrollo de que el derecho a la educación es reconocido como 
un servicio público, de esa forma se materializa el espectro de 
que esta puede estar encomendada y apoyada a través de insti-
tuciones educativas privadas, se establecen acuerdos de colabo-
ración entre el Estado y los privados para así lograr la materia-
lización de uno de los requisitos de la educación como servicio, 
su universalidad, esto es, llegar a todos aquellos lugares donde el 
Estado no puede o aún no ha llegado.

Con todo ese espectro abierto surgen nuevos problemas (ya 
acompañando a los atávicos que son infraestructura y personal 
idóneo, ambos a nivel terciario) para brindar el servicio, esos 
nuevos problemas son: la naturaleza de contratación del servi-
cio público, los controles y estándares de calidad del servicio, la 
diversificación en la atención al estudiantado, políticas de inclu-
sión social, medidas de protección de base de datos, alcance y 
límites de la regulación estatal, protagonismo de los padres de fa-
milia y de la sociedad en monitorear los contenidos curriculares, 
acompañamiento y otros en la educación de sus hijos.

Como se mencionó a los inicios de este artículo, principal-
mente, es en el fuero de Indecopi donde se están debatiendo jurí-
dicamente estos problemas, ese debate tiene como centro teórico 
al AED, se suma el derecho administrativo económico y poco a 
poco va ganando terreno un enfoque pro consumidor —cargado de 

7	 Jurisprudencia 4232-2004-AA/TC, segundo párrafo del fundamento núm. 
10, https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2006/04232-2004-AA.pdf
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polémicas ciertamente—. Y, el pretexto para el presente artículo 
es la necesidad de un enfoque constitucional a desarrollar en los 
pronunciamientos de Indecopi en lo concerniente a la defensa de 
los derechos del consumidor, entre los que se encuentran los es-
tudiantes, los padres de familia, gestores públicos y empresarios 
dedicados a la oferta educativa.

Las relaciones de consumo en materia de servicio educativo 
abarcan cuestiones sustanciales como por ejemplo que el dere-
cho a la educación necesita que los términos contractuales en que 
se brinda el servicio esté libre de ambigüedades, o de asimetrías 
que perjudiquen los derechos de los padres de familia o pongan 
el riesgo las inversiones relacionadas por el Estado o los priva-
dos en el ámbito educativo. Se debe evitar en todos los extremos 
para ambas partes medidas proteccionistas que generen costos 
sociales que finalmente serían trasladados a los consumidores fi-
nales, por otro lado, evitar un mercado educativo que no tenga 
en cuenta la dignidad y el libre desarrollo de la personalidad de 
los estudiantes, así como la certeza hacia los padres de que el 
servicio que se está brindando es el idóneo. De ocurrir causas de 
litigio sobe los temas mencionados, el desafío constitucional aquí 
es hacer énfasis —sin dejar de lado los otros ocho criterios hasta 
la fecha desarrollados— en el siguiente criterio interpretativo:

Criterio de concordancia práctica: A través de esta pauta interpreta-
tiva pretende dotarse de eficacia a bienes jurídicos en apariencia 
enfrentados, procurando que sean satisfechos al máximo (es decir, 
“optimizados”), sin sacrificar a ninguno de ellos. En este sentido, el 
contenido de los bienes garantizados por la Constitución deberá ser 
determinado en coordinación (o “equilibrio”) con los otros bienes 
también consagrados allí, sin que quepa sacrificar algunos de estos 
(“menos valiosos”) en defensa de otros.8

Llevar a nivel constitucional el servicio educativo permite 
establecer garantías mínimas donde el derecho/principio de la 
dignidad este presente en todas las etapas del servicio para las 
partes involucradas, tanto en la calidad educativa, la posibilidad 
de ampliar la oferta y la demanda para darle vida a la libertad de 

8	 Sosa, Juan M., op. cit., pp. 63-83.
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elegir, hacer posible que el contrato de servicios educativos no 
contenga cláusulas abusivas ni promuevan situaciones asimétri-
cas.

VII. Conclusiones

Desarrollar una política pública donde se haga efectiva la garantía 
de que el Estado de una educación de calidad enfatizada en aque-
llas personas que mantengan un rendimiento académico optimo 
y que no cuenten con recursos económicos que puedan solventar 
el tiempo que permanezcan en uno de los niveles educativos.

Promover la implementación gradual de la educación en el 
hogar (homeschool) en aquellos lugares donde el escenario de in-
tegración familiar y el ecosistema digital sea el idóneo.

Las metas del gasto público o los porcentajes de uso al que 
va destinado el PBI deben de ir en normas infra constitucionales, 
de otro modo se advertirá que “constitucionalizar” dichas metas 
solo reflejaran una suerte de apariencias legales de lo que no se 
quiere hacer y dar el aspecto de que se está haciendo, el proble-
ma sigue estando en la falta de voluntad política para el desarro-
llo de las políticas educativas y en la capacidad de ejecución del 
presupuesto, entre las más importantes variables.

Las reformas constitucionales realizadas a la Constitución 
peruana de 1993 tienen un saldo de inmadurez, cortoplacismo 
y populismo, metodológicamente incluso, “reglamentar” una 
Constitución, tratar de explicar sus objetivos, es desnaturalizarla 
y estacionarla en la coyuntura, la interpretación nomofiláctica 
de la Constitución tiene que estar orientada al desarrollo. Para 
que funcione la Constitución y todo lo que ello implica la sala de 
máquinas debe desarrollar la mejor interpretación acorde a los 
tiempos, y sin duda el ejercicio en conjunto de las tres volunta-
des jurídica, política y cívica y así no desviarse hacia el egoísmo 
y retomar el camino de que la defensa de la persona humana y su 
dignidad es el fin supremo de la sociedad y del Estado tal como 
señala el artículo uno de la Constitución peruana de 1993.  
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